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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TUTELA NÚMERO  10041-2024 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 

Bogotá D.C., abril cinco (05) de dos mil veinticuatro (2024) 

 

OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por la señora NATIVIDAD PULIDO GUZMAN, 

identificada con la cedula de cedula de ciudadanía 35.335.636 mediante su apoderado judicial el Dr. 

CARLOS ADAN ZULUAGA PULIDO identificado con cedula de ciudadanía 80.156.970 y tarjeta 

profesional 178.028 del C.S de la J, contra el FONDO PASIVO SOCIAL DE LOS FERROCARRILES 

NACIONALES DE COLOMBIA, por vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de 

petición, seguridad social y el mínimo vital.  

 

ANTECEDENTES 

 

La señora NATIVIDAD PULIDO GUZMAN, identificada con la cedula de cedula de ciudadanía 

35.335.636 mediante su apoderado judicial el Dr. CARLOS ADAN ZULUAGA PULIDO identificado 

con cedula de ciudadanía 80.156.970 y tarjeta profesional 178.028 del C.S de la J, presenta acción 

de tutela contra la FONDO PASIVO SOCIAL DE LOS FERROCARRILES NACIONALES DE 

COLOMBIA, para que se pronuncien respecto a la solicitud de sustitución pensional de su 

compañero permanente Víctor Manuel Bermúdez Flores.   

   

Fundamenta su petición en el artículo 23, 48 y 334 de la Constitución Política de 1991. 

 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 

De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el Juzgado, mediante 

auto de marzo dieciocho (18) de dos mil veinticuatro (2024) dispuso dar trámite a la presente acción 

de tutela y notificar a las entidades accionada mediante correo electrónico, a fin de que ejercieran su 

derecho de defensa y contradicción frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  

 

La accionada FONDO PASIVO SOCIAL DE LOS FERROCARRILES NACIONALES DE 

COLOMBIA, en alguno de los apartes de la respuesta relacionó lo siguiente: 

 
“FUNDAMENTOS DE HECHOS Y DE DERECHO” 

 
1. “El Fondo de Pasivo Social de Ferrocarriles Nacionales de Colombia es una Entidad ADAPTADA a 

efectos de la prestación de servicios de salud, quien actúa dentro del régimen contributivo de seguridad 
social en salud, de conformidad con lo establecido en el artículo 236 inciso 3 de la ley 100 de 1993, y 
de lo regulado para ellas en el Decreto 1890 de 1995 capítulo II; y presta sus servicios de salud a los 
pensionados de la extintas Puertos de Colombia y Ferrocarriles Nacionales de Colombia y su grupo 
familiar, que hayan decidido permanecer afiliados a esta entidad; es además, un Establecimiento 
Público del Orden Nacional, adscrito al del Ministerio de Salud y la Protección Social.” 
 

2. “Adicionalmente el Fondo de Pasivo Social de Ferrocarriles Nacionales de Colombia es un 
establecimiento público del nivel nacional, creado mediante el Decreto Ley 1591 de 1989, que funciona 
como Entidad Adaptada en Salud, de conformidad con el Decreto 489 de 1996, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 236 de la Ley 100 de 1993 y de acuerdo con lo reglamentado por el Decreto 
1890 de 1995.” 

 
3. “El Fondo de Pasivo Social de Ferrocarriles Nacionales de Colombia como establecimiento público del 

orden Nacional, adscrito al Ministerio de Salud y Protección Social, reconoce prestaciones económicas 
legales y convencionales a los ex trabajadores, pensionados y beneficiarios de las de salud a los 
pensionados y beneficiarios de la empresa liquidada Ferrocarriles Nacionales y Puertos de Colombia.” 

 
4. “Que, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA profirió auto admisorio en 

la tutela impetrada por NATIVIDAD PULIDO GUZMAN, en fecha 18 de marzo de 2024.” 
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5. “Una vez tuvimos conocimiento del presente requerimiento previo de tutela, se solicitó información al 

Grupo de Prestaciones Económicas GIT – Prestaciones Económicas de esta entidad, en donde nos 
remiten el oficio mediante el cual comunican la resolución N°082 de 5 de febrero de 2024 dando estricto 
cumplimiento al fallo.” 

 
6. “Según lo anterior, es pertinente resaltar que, como quiera que la pretensión se dé respuesta de fondo 

a la petición y como se demostró, ya se realizó. De este modo se ha configurado el HECHO 
SUPERADO POR CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO, tal como lo expresa 
la Honorable corte Constitucional en la Sentencia T-086/20:” 

 
“La Corte ha interpretado la disposición precitada en el sentido de que el hecho superado, tiene 
lugar cuando desaparece la vulneración o amenaza al derecho fundamental invocado. 
Concretamente, la hipótesis del hecho superado se configura “cuando entre la interposición de la 
acción de tutela y el fallo de la misma, se satisface por completo la pretensión contenida en la 
acción de tutela, es decir, que, por razones ajenas a la intervención del juez constitucional, 
desaparece la causa que originó la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales del 
peticionario”” 
 

7. “De esta forma queda demostrado que el Fondo de Pasivo Social de Ferrocarriles Nacionales de 
Colombia, en la actualidad no se está vulnerando derecho fundamental alguno, por el cual la acción 
de tutela como instrumento constitucional en defensa de los derechos fundamentales, no tiene razón 
de ser en el presente caso debiendo negarse por improcedente el amparo deprecado, por carencia 
actual de objeto.” 

PROBLEMA JURIDICO  

 

Dentro de la presente acción de tutela corresponde determinar si la accionada FONDO PASIVO 

SOCIAL DE LOS FERROCARRILES NACIONALES DE COLOMBIA, vulneró los derechos 

fundamentales constitucionales de petición, seguridad social y el mínimo vital de la señora 

NATIVIDAD PULIDO GUZMAN al no pronunciarse respecto a la solicitud de sustitución pensional 

de su compañero permanente Víctor Manuel Bermúdez Flores.   

 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 

Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de Colombia, en su artículo 

86, se ha concebido como un mecanismo de procedimiento preferente y sumario, que todo 

ciudadano tiene ante los jueces de la República, para que por ella misma o interpuesta persona 

reclame la protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad pública o 

particular, mediante acción u omisión propia. 
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Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la acción de tutela se 

encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea vulnerado o 

amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad pública o excepcionalmente de un 

particular y que no exista otro medio de defensa Judicial.  

 

Como efectivamente se trata de un derecho fundamental, es del caso hacer algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.-De la procedencia de la acción de tutela 

 

La Acción de Tutela, es un mecanismo constitucional, cuyo objeto son los Derechos fundamentales 

y su finalidad es la protección de los mismos frente a acciones u omisiones de funcionarios públicos 

o de particulares que tiendan a menoscabarlos. 

 

Además, constituye un mecanismo de origen constitucional de carácter subsidiario. Esto significa 

que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una específica institución procedimental para lograr 

el amparo del derecho sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la 

Constitución Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás procedimientos 

que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a defender los derechos fundamentales. 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, penúltimo inciso, 

desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 es condición negativa de 

procedibilidad de la Acción de Tutela que el afectado disponga de otro medio de defensa judicial. 

Esta condición clara y precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 

2.- Del caso concreto, tenemos que la acción invocada se centra en obtener respuesta a la solicitud 

enunciada en el acápite de antecedentes de la presente providencia. 

 

Sobre los derechos invocados como vulnerables es de traer a colación lo dicho por la Honorable 

Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 

El  artículo  23  de  la  Carta  Política  el  cual  dispone:  “Toda  persona tiene derecho   a  

presentar  peticiones  respetuosas  a  las  autoridades  por motivos    de    interés    general    

o   particular   y   a   obtener   pronta resolución...". 

 

De conformidad con este precepto constitucional, cualquier autoridad, ante una petición respetuosa 

de un ciudadano por motivos de interés particular, como ocurre en el presente caso, está obligada a 

pronunciarse de fondo, no sólo en forma rápida, sino haciendo efectivo el derecho adquirido del 

ciudadano, en lo que constituye el objeto de la solicitud. 

 

El término para que la Administración resuelva la petición está consagrado  en el art. 14 del Código 

Contencioso Administrativo ley 1437 de 2011, el cual fue declarado INEXEQUIBLE por la 

HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL, con efectos diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, 

donde se establece que debe hacerlo dentro del límite máximo de QUINCE DIAS siguientes a la 

fecha de recibo de aquella, desde luego, entendiéndose que cuando la ley habla de días, éstos son  

hábiles (art. 62 del Código de Régimen Político y Municipal). 

 

En apoyo de las anteriores consideraciones y para una mayor claridad de las anteriores 

consideraciones y para una mayor claridad de las mismas, el Juzgado estima oportuno citar apartes 

de lo dicho por la Honorable Corte Constitucional, sobre el particular, en uno de sus fallos:  

 

  "En la Sentencia T-1160A de 2001, la Corte Constitucional compiló los criterios desarrollados 
por la jurisprudencia acerca del derecho de petición, para lo cual se fundó, en buena 
medida, en la sistematización elaborada en la Sentencia T-377 de 2000: 

 
a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan 
otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación 
política y a la libertad de expresión. 
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b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la 
cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si esta no resuelve 
o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de 

fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en 
conocimiento del peticionario. Si no se cumple con Estos requisitos se incurren en una 
vulneración del derecho constitucional Fundamental de petición. 

 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta 

siempre en una respuesta escrita. 
 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen 
autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley 
así lo determine. 

 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, 

es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o 
cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se 
dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un 
medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de 
manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como 
autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo 
reglamente. 
 

g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la 
administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al 
artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no 
ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad 
de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos 
y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de 
razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el 
grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional 
ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del 
término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro 
de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 

  
En la Sentencia T-1006 de 2001, la Corte adicionó dos reglas jurisprudenciales más: 

 
j) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea no la exonera del dber de 

responder; 
 
k) Ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su Respuesta al 

interesado"". (C. Const., Sent. T-466, mayo 13/2004. M.P. Manuel 
José Cepeda Espinosa). 

 

Sobre el Derecho a la Seguridad Social la Corte Constitucional ha señalado en algunos de los 

apartes de la Sentencia C-083 de 2019, lo siguiente: 

 
“(…) De acuerdo con el artículo 48 de la Constitución Política la seguridad social es un derecho 
irrenunciable, que se garantiza a todos los habitantes a través de un servicio público, bajo la dirección, 
coordinación y control del Estado, fundado en los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. 
Al tratarse de un derecho social fundamental requiere para su realización efectiva un desarrollo legal, 
la implementación de políticas encaminadas a obtener los recursos necesarios para su materialización, 
así como la provisión de una estructura organizacional, que conlleve a la realización de prestaciones 
positivas, para asegurar unas condiciones materiales mínimas de exigibilidad.” 
 
“Para ampliar progresivamente la cobertura de la seguridad social, se han utilizado diversos métodos, 
uno de ellos es habilitar tanto a las entidades públicas, como privadas a prestar los servicios, bajo 
estrictos criterios de control y protección de sus recursos, de manera que no puedan destinarse, ni 
utilizarse para fines distintos a los de cumplir y satisfacer las prestaciones que de ella emanan y que 
son múltiples. Así mismo se han introducido, de acuerdo con la necesidad de cada Estado, principios 
técnicos para la indemnización de los riesgos sociales, que garanticen medios de existencia tanto como 
sea posible.” 
 
“Esta Corporación ha explicado cómo se han venido transformando las formas de indemnizar tales 
riesgos sociales, no solo en cuanto a las técnicas usadas, sino a la finalidad pretendida, 
específicamente al plantear la conversión del seguro social al de seguridad social entendida como 
derecho social fundamental.” 
 
“Esta conversión se realizó en la Ley 100 de 1993, que tal como lo explicó en su momento la sentencia 
C-408 de 1994, procuró que la seguridad social tuviese una cobertura integral de las contingencias y 
para ello se ocupó tanto de la salud, como de los riesgos asociados a la vejez, la invalidez, la muerte, 
el desempleo y la pobreza.” 
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“Especialmente la protección de la vejez, que se asienta en deberes de humanidad ante el 
debilitamiento del ser humano y que, por razón de justicia social, garantiza el descanso en contrapartida 
al esfuerzo que ha implicado vivir y trabajar, se realiza en el sistema de la Ley 100 de 1993 a través de 
la pensión y de los auxilios dispensados para quienes, pese a tener más de 65 años, carecen de rentas 
para subsistir, además de encontrarse en condiciones de pobreza extrema (...)”. 

 

Sobre el mínimo vital la Corte Constitucional en su sentencia T-431 de 2011, ha dicho lo siguiente: 

“…DERECHO AL MINIMO VITAL-Afectación no puede valorarse en términos exclusivamente 
cuantitativos, sino dentro de una perspectiva cualitativa. 
 
La afectación del derecho al mínimo vital no puede valorarse en términos exclusivamente cuantitativos, 
sino dentro de una perspectiva cualitativa. Y es que, como igualmente lo ha definido la jurisprudencia, 
el derecho al mínimo vital se evalúa a partir de una dimensión cualitativa y no cuantitativa, de manera 
que su posible violación se mide conforme con las condiciones personales de cada trabajador y el nivel 
de vida adquirido por éste. El concepto de un mínimo de condiciones de vida -vgr. Alimentación, 
educación, salud, vestido y recreación -, entonces, no va ligad[o] sólo con una valoración numérica de 
las necesidades biológicas mínimas por satisfacer para subsistir, sino con la apreciación material del 
valor de su trabajo, de las circunstancias propias de cada individuo, y del respeto por sus particulares 
condiciones de vida. De todo el planteamiento anterior, se concluye que cuando se trata de personas 
sujetos de especial protección constitucional como consecuencia del estado de debilidad manifiesta en 
el que se encuentran, como es el caso de los ancianos pertenecientes al grupo de la tercera edad bien 
avanzada, se justifica la procedencia de la tutela por el especial amparo que la Constitución Política 
les brinda…” 

 
Revisado el contenido de la presente acción, se tiene que la acción invocada se centra en obtener 

respuesta a la petición enunciada en el acápite de antecedentes de la presente providencia, sobre 

la cual la accionada FONDO PASIVO SOCIAL DE LOS FERROCARRILES NACIONALES DE 

COLOMBIA, conforme obra en la contestación allegada adosó copia de los siguientes documentos:  

 Oficio radicado *SG* _ *202402000027581* de fecha 15 de marzo de 2024, con asunto 

“Notificación Electrónica de la Resolución No. 0082 del 05 de febrero de 2024 con RAD.: 

202302200313862 y 202302200343672.”. 

 RESOLUCIÓN NUMERO 0082 DE 05-02 -2024, POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE 

SOBRE UNA SUSTITUCIÓN PENSIONAL.  

Documentales  que acreditan que la accionada dio respuesta de fondo a los interrogantes del 

accionante. Sin más consideraciones, es del caso dar por superado el hecho objeto de decisión.

  

D E C I S I O N 

 

En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

D.C, Administrando Justicia en nombre de la República De Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: NEGAR por HECHO SUPERADO la acción invocada por la señora NATIVIDAD PULIDO 

GUZMAN, identificada con la cedula de cedula de ciudadanía 35.335.636 mediante su apoderado 

judicial el Dr. CARLOS ADAN ZULUAGA PULIDO identificado con cedula de ciudadanía 80.156.970 

y tarjeta profesional 178.028 del C.S de la J, contra el FONDO PASIVO SOCIAL DE LOS 

FERROCARRILES NACIONALES DE COLOMBIA, por las razones expuestas en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 

 

TERCERO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la H. Corte   

Constitucional   para su eventual revisión, en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 31 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE   

 

LA JUEZ,                  

ORIGINAL FIRMADO POR  

LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

mtrv JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 
CIRCUITO  

DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por 
 anotación en estado: 

 
No. 051 de 08 de abril de 2024 

 
LUZ MILA CELIS PARRA 

SECRETARIA 
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INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., abril cinco (05) de dos mil veinticuatro (2024). Al despacho de la señora Juez 
en la fecha, informando que por reparto nos correspondió la presente acción de tutela la 
cual se radicó con el No. 2024-10052. Sírvase proveer. 

 
 
 

LUZ MILA CELIS PARRA 
SECRETARIA 

 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 
D.C., abril ocho (08) de dos mil veinticuatro (2024) 

 
 
De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el Juzgado 

procede a dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 2024-10052, instaurada 

por la señora MARIANA VANEGAS CARDENAS identificada con cedula de ciudadanía 

65.807.260 contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VICTIMAS – AURIV, por vulneración al derecho fundamental constitucional de petición.  

 

En consecuencia, notifíquese por el medio más expedito a los Representante Legal y/o 

quien haga sus veces de la accionada UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 

INTEGRAL A LAS VICTIMAS – AURIV para que en el término de un (01) día, se pronuncie 

respecto al derecho de petición de fecha 22 de febrero de 2024.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
LA JUEZ, 

ORIGINAL FIRMADO POR  

LEIDA BALLEN FARFÁN 

 
 

mtrv    

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 
DE BOGOTA D.C. 

La anterior providencia fue notificada por anotación en 
estado: 

 
No. 051 de 08 de abril de 2024 

 
 

LUZ MILA CELIS PARRA 

Secretaria. 


